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León, Guanajuato, a 5 cinco de marzo del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . 
V I S T O S, para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 434/2011-JN, promovido por la ciudadana María Pura Concepción González González de Villareal; y. . . . .

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que, la parte actora, se ostentó sabedora del acto inicialmente impugnado; esto es, el 1 uno de diciembre de 2011 dos mil once; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el avalúo con número de folio 199578 (uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho), de fecha 14 catorce de noviembre del año 2011 dos mil once, que determinó como valor fiscal del inmueble ubicado en calle Jacaranda del Campestre número 102 ciento dos, de la colonia Club Campestre de esta ciudad, la cantidad de $8’569,187.96 (Ocho millones quinientos sesenta y nueve mil ciento ochenta y siete pesos 96/100 Moneda Nacional); así como de la orden de avalúo con el mismo número de folio, de fecha 11 once del mismo mes y año; se encuentra acreditada en autos con las documentales admitidas a la actora y a la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro como pruebas, como lo son el propio avalúo con el folio referido; (visible en copia certificada a foja 9 nueve); así como la orden de valuación; (foja 25 veinticinco); documentales a las que este Juzgador les concede pleno valor probatorio, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones, aunado al hecho de que se encuentran adminiculadas entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, las autoridades demandadas, Tesorera Municipal, Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, perito valuador José Antonio Salazar González, y auxiliar operativo Jazminka Ríos Alcantar, invocaron como causal de improcedencia la prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de la materia antes mencionado, ya que refieren que en el asunto que nos ocupa, no emitieron acto alguno, los que son inexistentes respecto de tales autoridades, ya que refirieron que si bien es cierto se autorizó el avalúo impugnado, el mismo es un dictamen técnico, el que no constituye un acto administrativo y que por eso el acto es inexistente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador no se actualiza la causal de improcedencia en comento; toda vez que se equivocan y se confunden las autoridades demandadas al aseverar que se actualiza dicha causal; pues en primer término, los actos que se impugnan sí existen, tal y como se demuestra con lo asentado en el considerando Tercero de la presente sentencia, actos que se encuentran reconocidos por las autoridades que los emitieron; y en segundo lugar, el hecho de que el avalúo constituya un dictamen técnico, como lo refieren en su escrito,  no implica por ese hecho que sea inexistente; porque como se ha señalado tal avalúo sí existe; por lo que en todo caso, lo que querían decir era que el avalúo no afectaba los intereses jurídicos de la actora; sin embargo ello tampoco resulta cierto, dado que no obstante que se trata de un dictamen técnico, el avalúo sí afecta el interés jurídico de la parte actora, pues el valor asignado al inmueble respectivo, servirá de base para fijar el impuesto predial a pagar por la contribuyente, de ahí que su realización sí afecte su interés jurídico; por ende,  no se actualiza la causal hecha valer. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio que nuestro máximo Tribunal en el País, tiene en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“AVALÚO CATASTRAL. SU ELABORACIÓN Y NOTIFICACIÓN AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL GOBERNADO POR LO QUE ES SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 22/94). El avalúo catastral es el acto mediante el cual se determina el valor fiscal de los predios y construcciones adheridas a éstos. Dicho valor fiscal generalmente sirve de sustento para establecer la base gravable del impuesto predial y, en consecuencia, para fijar la obligación tributaria a cargo del particular. Así, la valuación del predio constituye un requisito indispensable para que la autoridad administrativa pueda emitir la liquidación correspondiente. En este orden de ideas, es claro que la simple elaboración y, en su caso, notificación del avalúo genera un perjuicio inmediato al particular, pues si aquél se elabora en forma incorrecta o ilegal, tendrá como consecuencia la determinación, también incorrecta o ilegal, de un crédito por concepto de impuesto predial. De aquí la importancia de que se reconozca que tal acto administrativo afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, quien puede acudir al juicio de garantías en términos del artículo 114, fracción II, primer párrafo, de la Ley de Amparo. Es importante apuntar que el hecho de que se reconozca que el avalúo catastral afecta de modo cierto e inmediato el interés jurídico del particular, no significa que cuando se reclame en un juicio de amparo indirecto, éste indefectiblemente será procedente, pues el juzgador deberá verificar, en cada caso, que no se actualice alguna causa de improcedencia concreta. Así por ejemplo, podría darse el supuesto de que en 
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contra del avalúo existiera un medio ordinario de defensa que tuviera que agotarse previamente a acudir al juicio de amparo, o que la demanda se hubiera presentado fuera del plazo que establece el artículo 21 de la Ley de Amparo.” Localización: Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXXII, Julio de 2010; Página: 267; Tesis: 2a./J. 22/94; Jurisprudencia
Materia(s): Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Adicionalmente, la Tesorera y la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, señalaron que se actualiza la causal prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código en comento, ya que refieren que la actora consintió tácitamente los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Para quien resuelve, no se actualiza la causal de improcedencia señalada, ya que, con independencia de que no exponen por qué estiman que existe consentimiento tácito, no se encuentra acreditado que la actora haya tenido conocimiento del avalúo en fecha distinta al 1 uno de diciembre del año próximo pasado, pues consta que en esa fecha se le notificó a la justiciable, el resultado del avalúo (véase foja 22 veintidós); y, que de la orden de valuación, en fecha diversa al 23 veintitrés de enero del año en curso, pues en la copia certificada de la orden de valuación que obra en el expediente, no consta indicio alguno que haga presumir lo contrario, pues incluso, en el cuerpo de la misma, donde dice “recibí”, se encuentra en blanco en cuanto al nombre de la persona, fecha, hora así como también el espacio de “procedió citatorio”; luego entonces, atendiendo a las fechas precisadas por la enjuiciante, el proceso se promovió dentro del término señalado en el  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa vigente en el Estado, de ahí que se estime que no surte efectos la hipótesis de improcedencia hecha valer por las demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, este Juzgador, de oficio, no advierte la actualización de alguna causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por la actora, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Tanto del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que la ciudadana María Pura Concepción González González de Villarreal, es propietaria del inmueble ubicado en calle Jacaranda del Campestre número 102 ciento dos, de la colonia Club Campestre de esta ciudad; con una superficie de 1,781.00 m2 (Mil setecientos ochenta y un metros cuadrados); y con cuenta predial número 01-G-000674-001 (cero-uno guión G guión cero-cero-cero-seis-siete-cuatro guión cero-cero-uno). . . . . . . . . . . 

Que con fecha 1 uno de diciembre del 2011 dos mil once, tuvo conocimiento del avalúo practicado, el día 14 catorce de noviembre del año próximo pasado, al inmueble de su propiedad, mediante el cual se determinó como valor fiscal del mismo, la cantidad de $8’569,187.96 (Ocho millones quinientos sesenta y nueve mil ciento ochenta y siete pesos 96/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Acto que de inicio, la impetrante tachó de ilegal, entre otras cosas, porque no existía orden por escrito, fundada y motivada, por parte de la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo antes expresado,  al contestar la demanda, la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, expuso que sÍ existe orden de avalúo emitida por la Tesorería, acompañando al efecto, copia de la orden, la cual le fue admitida como prueba. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la Justiciable, al tener conocimiento de la orden de valuación, amplió su demanda en contra de dicha orden -señalando otras autoridades municipales demandadas-, con el argumento de que en la misma se omitió designar a las personas encargadas de practicar el avalúo. . . . . . . . . . . . . .   

 Por su parte, las autoridades demandadas, al contestar la ampliación de la demanda, sostuvieron que el avalúo fue realizado por peritos autorizados de la Tesorería, por lo que no causa agravio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, la litis planteada se hizo consistir en determinar la legalidad o ilegalidad tanto de la orden de avalúo, folio 199578-11 (uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho guión once), de fecha 11 once de noviembre del 2011 dos mil once; como del avalúo, folio 199578 (uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho), de fecha 14 catorce del mismo mes y año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por la actora en su demanda. . . . . . . . . . . 

Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados, y que pudieran traer un mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el enumerado como Cuarto del escrito de ampliación de demanda, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad así como tampoco los restantes; sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el Cuarto concepto de impugnación (manifiesto a  foja 37 treinta y siete), la actora expresó: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Cuarto Concepto...- El avalúo que se impugna… , de fecha... se practicó y ejecutó por autoridades incompetentes ya que no habían sido designadas por la H. Tesorería Municipal según se desprende de LA ORDEN DE VALUACION FOLIO 199578...atropellando y vulnerando con ello el derecho que me conceden los artículos 162 fracción IV y 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato… ”; Para concluir, en un párrafo posterior, diciendo: . . . . . 

“En el caso a estudio, el OFICIO DE VALUACION FOLIO 199578 DE FECHA 11 DE NOVIEMBRE DEL 2011, suscrito por la... Tesorera Municipal, claramente fue omisa en designar a las personas encargadas de practicar el avalúo...”. . . . . . 
Por su parte, las autoridades demandadas, no expusieron argumento alguno tendiente a demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Haciendo un recuento de lo expresado tanto por la parte actora como por las autoridades demandadas; y, vistas las constancias que integran este expediente, en especial la orden de valuación folio 199578-11, este Juzgador considera fundado el concepto de impugnación analizado, por lo siguiente: . . . .  

El avalúo, efectivamente fue realizado y revisado por peritos que no fueron designados por la Tesorera Municipal; toda vez que de la lectura de la orden de valuación que exhibió la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro (Foja 25 veinticinco del expediente), se desprende que no se facultó a persona alguna para realizar el avalúo; por lo que entonces, los que intervinieron en su realización, lo hicieron sin estar facultados para ello; atento a lo que dispone el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
“ARTÍCULO 176. La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo que en el caso que nos ocupa no se hizo así; ya que consta en el avalúo por regularización número de folio 199578 (Uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho), de fecha 14 catorce de noviembre de 2011 dos mil once, (avalúo visible a fojas 9 nueve y 24 veinticuatro del presente expediente, y aportado tanto por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, como por la actora); que quien materialmente lo practicó y elaboró fue el Perito valuador José Antonio Salazar González; y, lo autorizó la ciudadana Jazminka Ríos Alcantar, sin embargo, el perito no fue designado para tal efecto, por la Tesorería, conforme al imperativo contenido en el primer párrafo del ya antes citado artículo 176 de la Ley de Hacienda mencionada; pues durante la secuela del presente proceso no se ofreció medio de prueba alguno, por el cual se acreditara, de modo fehaciente, que sí fue designado para la práctica del avalúo impugnado; lo que trae como consecuencia que el procedimiento administrativo de valuación sea ilegal al existir un vicio que, sin duda alguna, afecta la defensa del particular y una omisión a un requisito formal exigido por la ley, como lo es el que el avalúo sea practicado por los peritos que se designen para tal efecto. . . 

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación marcado como Cuarto; con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declaran nulos el avalúo, folio 199578 (uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho), de fecha 14 catorce de noviembre del año 2011 dos mil once; que determinó como valor fiscal del inmueble ubicado en calle Jacaranda del Campestre número 102 ciento dos, de la colonia Club Campestre de esta ciudad, la cantidad de $8’569,187.96 (Ocho millones quinientos sesenta y nueve mil ciento ochenta y siete pesos 96/100 Moneda Nacional); y, la orden de valuación, de fecha 11 once de noviembre del año próximo pasado, con similar número de folio, emitida por la Tesorera Municipal; al ser ilegal el procedimiento de valuación, en virtud de que el perito que practicó el avalúo, no fue designado por la Tesorería Municipal; por lo que en consecuencia procede decretar la nulidad total de los actos impugnados; en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . .

SÉPTIMO.- En virtud de que el Cuarto concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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 “CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el presente proceso administrativo interpuesto por  la justiciable en contra de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total del avalúo con número de folio 199578 (uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho), de fecha 14 catorce de noviembre del año 2011 dos mil once; así también la nulidad total de la orden de valuación, folio 199578-11 (uno-nueve-nueve-cinco-siete-ocho guión uno-uno), datada el 11 once del mismo mes y año; lo anterior de acuerdo a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

